El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA. NIEGA CONFIRMA - “.El 27 de marzo pasado se profirió sentencia, la cual fue declarada nula por esta Sala, mediante auto 12 de mayo siguiente, por falta de integración del contradictorio con el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del CREMIL.

Rehecha en debida forma la actuación, la señora Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal profirió sentencia el 1º de junio último, en la cual decidió declarar improcedente el amparo.

Para decidir así, consideró, luego de citar jurisprudencia sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela para controvertir asuntos pensionales, que en este caso la solicitud de reconocimiento  de indemnización sustitutiva a la pensión de vejez fue negada mediante oficio de 29 de marzo de 2017, expedido por el Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, entidad a la que el CREMIL remitió dicha reclamación por competencia, con sustento en que el accionante mientras estuvo vinculado a ese Ministerio en calidad de adjunto tercero del Ejército Nacional, nunca se le realizaron descuentos para aportes pensionales. De otro lado, el demandante no demostró el perjuicio irremediable que alega, máxime cuando a pesar del transcurso del tiempo, no ha acudido a la vía ordinaria para solicitar el otorgamiento de dicha prestación.

(…)

El 31 de enero de este año  el accionante presentó solicitud ante la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, con el fin de que se le reconociera y pagara la indemnización sustitutiva a la pensión de vejez . A esa reclamación se anexaron los certificados laborales por los tiempos prestados ante el Ministerio de Defensa Nacional que demuestran que el actor estuvo vinculado a esa entidad, de manera interrumpida, entre los años 1952 y 1970 .

Mediante oficio de 20 de febrero siguiente, el Jefe de la Oficina Jurídica del CREMIL, le informó que de conformidad con el artículo 42 del Decreto 2342 de 1971, ningún aporte de los afiliados a la Caja de Retiros de las Fuerzas Militares es reembolsable y por lo tanto, debía dirigir su solicitud al Archivo General del Ministerio de Defensa para obtener el certificado de tiempos laborados y luego solicitar ante el Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa la expedición del bono pensional al que tendría derecho .  

Por oficio de 29 de marzo último, la Coordinadora del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, dio respuesta a la solicitud de reconocimiento y pago de indemnización sustitutiva. En ese escrito empezó por informar que a ello procedía a pesar de que a esa fecha la respectiva solicitud no les había sido remitida. Luego dijo que la indemnización reclamada constituye un reintegro de los dineros cotizados por el trabajador y, por tanto, como el actor no se le efectuaron descuentos para aportes pensionales, carece de saldos a su favor por ese concepto, sin que en este caso se pueda dar aplicación a las normas del sistema general de pensiones, las cuales no cobijan a miembros de las Fuerzas Militares ni a sus empleados civiles, salvo que se hayan vinculado en vigencia de la Ley 100 de 1993 .  

En estas condiciones analizadas las anteriores pruebas a la luz de las normas y el precedente ya citados, para la Sala, la decisión de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares se adoptó de conformidad con el ordenamiento legal vigente, que establece la improcedencia de la indemnización sustitutiva en aquellos precisos eventos y por tal razón, no es posible endilgarle a esa autoridad vulneración alguna de derechos.   

En términos similares se pronunció, después de promovida la acción, la coordinadora del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional.

Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo solicitado debe ser negado y no declarado improcedente, porque en este caso sí se superó el test de procedibilidad, y se adicionará para desvincular a las entidades del orden nacional incorrectamente llamadas al trámite.
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Pereira, julio diecisiete (17) dos mil diecisiete (2017) 


Acta No. 365 de 17 de julio de 2017

Expediente No. 66682-31-03-001-2017-00050-02
Procede la Sala a decidir la impugnación que propuso el apoderado del accionante Luis Eduardo Londoño Cardona, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 1º de junio último, en la acción de tutela que promovió contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares -CREMIL-.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Debido a que la Caja de Retiro de Fuerzas Militares –CREMIL- negó al demandante la pensión de vejez, adelantó las gestiones necesarias para obtener el reconocimiento y pago de la indemnización sustitutiva, a la que tiene derecho de conformidad con el artículo 37 de la Ley 100 de 1993, pues prestó servicios en las Fuerzas Militares por más de quince años.
1.2 La referida entidad negó la petición “argumentando que un concepto jurídico emitido por una persona particular, tiene más validez jurídica que la misma ley, tiene más trascendencia que la jurisprudencia, hasta tiene más fuerza que el Bloque de Constitucionalidad”.
1.3 Actualmente el actor cuenta con ochenta y cinco años de edad y por tal razón se considera en sujeto de especial protección. Además, es padre cabeza de hogar y su esposa depende únicamente de él, por ello ha tenido que acudir a la caridad para garantizar sus necesidades básicas, hasta tanto le reconozcan la citada prestación.
2. Considera lesionados los derechos a la seguridad social, la protección de personas en debilidad manifiesta, la vida digna, el debido proceso y la igualdad. Para su protección, solicita se ordene a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares -CREMIL-, reconocer la indemnización sustitutiva.

A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto de 10 de marzo de este año se admitió la demanda contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares. Con posterioridad se ordenó vincular al Subdirector de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional y al Coordinador del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Jefe de la Oficina Jurídica de la Caja de Retiros de las Fuerzas Militares –CREMIL-, por medio de apoderado, señaló que la petición que dio origen a al amparo fue elevada el 31 de enero de este año y frente a ella se respondió en el sentido de que el actor debía remitirla al Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, autoridad encargada de resolver sobre la indemnización sustitutiva a la pensión de vejez solicitada. Explicó que la entidad que representa es responsable de reconocer y pagar las asignaciones de retiro para los oficiales, suboficiales y soldados profesionales de las Fuerzas Militares, mas no de decidir sobre aquellas prestaciones de quienes prestaron sus servicios como adjunto tercero del Ejército Nacional, es decir, personal civil, asunto cuya competencia radica en el citado Grupo de Prestaciones o en su defecto en la Subdirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional. Por tanto, solicitó declarar la falta de legitimación por pasiva y la improcedencia de la tutela, ya que el demandante no acreditó perjuicio irremediable que le permitiera acudir a esa vía como mecanismo transitorio.   
2.2 El Subdirector de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional dijo que de conformidad con la descentralización del Ministerio de Defensa, sus funciones se restringen a reconocer y librar orden de pago de las siguientes prestaciones: compensación por muerte, cesantías definitivas, bonificaciones e indemnización por disminución de la capacidad laboral. Además, a conformar el expediente prestacional por pensión de invalidez y sobrevivencia para su remisión al Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, el cual es responsable de pronunciarse de fondo sobre el reconocimiento pensional.
3. El 27 de marzo pasado se profirió sentencia, la cual fue declarada nula por esta Sala, mediante auto 12 de mayo siguiente, por falta de integración del contradictorio con el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del CREMIL.

4. Rehecha en debida forma la actuación, la señora Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal profirió sentencia el 1º de junio último, en la cual decidió declarar improcedente el amparo.
Para decidir así, consideró, luego de citar jurisprudencia sobre la procedencia excepcional de la acción de tutela para controvertir asuntos pensionales, que en este caso la solicitud de reconocimiento  de indemnización sustitutiva a la pensión de vejez fue negada mediante oficio de 29 de marzo de 2017, expedido por el Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, entidad a la que el CREMIL remitió dicha reclamación por competencia, con sustento en que el accionante mientras estuvo vinculado a ese Ministerio en calidad de adjunto tercero del Ejército Nacional, nunca se le realizaron descuentos para aportes pensionales. De otro lado, el demandante no demostró el perjuicio irremediable que alega, máxime cuando a pesar del transcurso del tiempo, no ha acudido a la vía ordinaria para solicitar el otorgamiento de dicha prestación.     
5. Inconforme con ese fallo, el apoderado del demandante lo impugnó. Dijo que esa decisión lesiona los derechos fundamentales del accionante, quien es una persona de 85 años de edad y está pendiente del reconocimiento de la indemnización sustitutiva a que tiene derecho.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la tutela para ordenar el reconocimiento de la indemnización sustitutiva solicitada por el actor y si la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares ha lesionado algún derecho de que sea titular el accionante.
3. Antes de entrar a resolver lo que corresponda, es pertinente indicar que esta Sala, en el proveído de 12 de mayo último, por medio del cual se declaró la nulidad de la sentencia dictada en primera instancia el 27 de marzo de este año, ya había determinado que aunque en el trámite de la tutela se ordenó vincular a la Subdirección de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional y a la Coordinación del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa, entidades del orden nacional que otorgaría la competencia para conocer de las acciones de tutela formuladas en su contra a los Tribunales Superiores, Administrativos y Consejos Seccionales de la Judicatura, de conformidad con el inciso 1º, numeral 1°, artículo 1° del Decreto 1382 de 2000, no era del caso declarar la nulidad por falta de competencia funcional, en razón a que en la demanda ningún hecho se les endilgó de los que pudiera inferirse que por acción u omisión lesionaron derecho fundamental del que sea titular el actor y por tanto se dijo que se había producido una vinculación aparente
, que, en consecuencia, no variaba la competencia radicada en el juzgado de conocimiento. 
En este contexto, el estudio se centrará sobre la actuación desplegada por el CREMIL y no respecto de las otras entidades, ya que, además, aunque el Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa haya emitido un concepto sobre la solicitud del actor, este fue expedido luego de la presentación de la tutela y por tanto constituye un hecho nuevo que no puede ser analizado en esta sede. 

4. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional, ya que implican verificación de los requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, por lo que corresponderá resolverlos a la jurisdicción laboral o contencioso administrativa.

No obstante, la misma Corporación ha otorgado el amparo para ordenar el reconocimiento prestaciones en casos en los cuales el mecanismo de defesa ordinario carece de idoneidad, en razón a las especiales condiciones de la persona que lo solicita. Así por ejemplo, ha dicho: 

“Ahora bien, la segunda de las excepciones autoriza a las personas para acudir a la acción de tutela cuando existiendo medios judiciales ordinarios para dirimir el asunto, estos resulten ineficaces o inidóneos para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos fundamentales. En estos casos, el juez de tutela debe evaluar las condiciones específicas del accionante, con el fin de verificar si el medio de defensa judicial ordinario existente es suficientemente idóneo o no para la protección integral de los derechos fundamentales del peticionario. En estos casos, el amparo procede como mecanismo principal y definitivo.

Dentro del asunto que concierne a la Sala de Revisión en esta providencia, la Corte ha precisado que cuando se trata de adultos mayores “por la disminución de sus capacidades físicas, la reducción de las expectativas de vida y la mayor afectación en sus condiciones de salud, estas personas constituyen uno de los grupos de especial protección constitucional”
 y, resulta para ellos desproporcionado ser sometidos a la espera de un proceso ordinario o contencioso administrativo para resolver sus solicitudes de pensión.

Asimismo, cuando el amparo es solicitado por sujetos de especial protección constitucional o que se encuentran en posición de debilidad manifiesta, el examen de procedibilidad se flexibiliza, en atención al principio de igualdad y en razón de la protección reforzada que ostentan dichos individuos.

…
En conclusión, aunque el derecho a la seguridad social tiene el carácter de fundamental, su protección mediante acción de tutela se encuentra supeditada al cumplimiento de los requisitos mencionados en éste acápite, puesto que, en principio, las controversias que versan sobre la titularidad de derechos en materia de seguridad social deben ser resueltas por los jueces ordinarios, o de lo contencioso administrativo, según el caso, y solo de manera excepcional, a través de acción de tutela
.
…

En segundo lugar, esta Sala considera que debido a la edad avanzada del actor, quien cuenta con sesenta y dos (62) años de edad, este debe ser considerado como un sujeto de especial protección constitucional por pertenecer a la categoría de los adultos mayores, tal y como lo señala el artículo 7 de la Ley 1276 de 2007
, según el cual ostentan dicha calidad las personas de 60 años o más de edad. Sumado a lo anterior, el accionante atraviesa por una especial condición de salud debido a la neumonitis, apnea del sueño e hipertensión que padece. Finalmente, tiene a cargo a su esposa de cincuenta y nueve (59) años de edad, quien no recibe ingreso económico alguno.

Lo anterior, permite a esta Sala de Revisión concluir que los mecanismos judiciales ordinarios previstos para proteger el derecho a la seguridad social, no constituyen, en el caso sub examine, un medio idóneo para reclamar la protección urgente de los derechos fundamentales del peticionario, pues la solución de la controversia por esta vía amenazaría de forma grave el mínimo vital y la salud del actor, incluso pudiendo llegar a superar su expectativa de vida.

Determinada la procedencia de la acción de tutela en el caso concreto, procede la Sala a verificar si existió vulneración por parte de Colpensiones de los derechos fundamentales del señor Miguel Antonio Valderrama Ortiz.”

En el caso bajo estudio, el demandante, según lo demuestra su documento de identidad
, a la fecha cuenta con ochenta y cinco años de edad y por tal razón reúne la calidad de sujeto de especial protección; además, carece de recursos económicos para solventarse, hecho que se narró en la demanda y que no fue controvertido por la entidad demandada.  
De esa manera las cosas, puede decirse que los mecanismos ordinarios de defensa judicial no resultan idóneos para obtener el actor el estudio del reconocimiento de la prestación que reclama, pues la duración del respectivo proceso y la ausencia de recursos económicos para atender sus necesidades, se convierte en una carga desproporcionada para quien ha llegado a esa avanzada edad. En consecuencia, la tutela resulta procedente para definir la cuestión. 

5. Es necesario, como primer paso del análisis de rigor, citar normas y precedente jurisprudencial relacionados con la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, y su alcance en el régimen prestacional exceptuado de las Fuerzas Militares.

5.1 El artículo 37 de la Ley 100 de 1993 dice: “Las personas que habiendo cumplido la edad para obtener la pensión de vejez no hayan cotizado el mínimo de semanas exigidas, y declaren su imposibilidad de continuar cotizando, tendrán derecho a recibir, en sustitución, una indemnización equivalente a un salario base de liquidación promedio semanal multiplicado por el número de semanas cotizadas; al resultado así obtenido se le aplica el promedio ponderado de los porcentajes sobre los cuales haya cotizado el afiliado.”
El inciso 1º del artículo 279 de la misma ley, dispone: “El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas.”
5.2 El artículo 42 del Decreto 2342 de 1971, por el cual se reorganiza la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, determina que: “Ningún aporte de los afiliados a la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares tendrá el carácter de reembolsable.”
Lo anterior guarda relación además con el numeral 3.12. del artículo 3º de la Ley 923 de 2004
, que establece: “Las indemnizaciones prestacionales por disminución de la capacidad psicofísica o por muerte son compatibles con la pensión o asignación de retiro que se llegare a otorgar, de conformidad con las normas que las regulan, sin que haya lugar a indemnización sustitutiva.”
5.3 En un caso que presenta similar matiz al que es objeto de análisis en esta providencia, la Corte Suprema de Justicia decidió confirmar decisión que negó el amparo solicitado por falta de vulneración de derechos fundamentales, dentro de una acción de tutela con la cual se pretendía definir la entidad responsable del reconocimiento de la indemnización sustitutiva por tiempos prestados al Ministerio de Defensa Nacional, en esa oportunidad así se expresó: 

“Así mismo, la Caja Colombiana de Pensiones COLPENSIONES Mediante Resolución No. 2015-6596915 del 14 de octubre de la pasada vigencia que le resolvió el recurso de reposición al acto administrativo que le negó la inclusión de tiempos y corrección de historia laboral, consideró que revisado el aplicativo de historia laboral, no se evidenciaron cotizaciones al Sistema General de Prima Media con Prestación definida y que respecto de la inclusión de tiempos laborados al empleador Ministerio de Defensa dicha solicitud carece de sustento fáctico, respuestas que permiten concluir que al no existir dineros aportados para ser devueltos no se le puede endilgar competencia alguna a persona o entidad.”

6. Las pruebas recogidas, acreditan los siguientes hechos:

6.1 El 31 de enero de este año
 el accionante presentó solicitud ante la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, con el fin de que se le reconociera y pagara la indemnización sustitutiva a la pensión de vejez
. A esa reclamación se anexaron los certificados laborales por los tiempos prestados ante el Ministerio de Defensa Nacional que demuestran que el actor estuvo vinculado a esa entidad, de manera interrumpida, entre los años 1952 y 1970
.
6.2 Mediante oficio de 20 de febrero siguiente, el Jefe de la Oficina Jurídica del CREMIL, le informó que de conformidad con el artículo 42 del Decreto 2342 de 1971, ningún aporte de los afiliados a la Caja de Retiros de las Fuerzas Militares es reembolsable y por lo tanto, debía dirigir su solicitud al Archivo General del Ministerio de Defensa para obtener el certificado de tiempos laborados y luego solicitar ante el Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa la expedición del bono pensional al que tendría derecho
.  

6.3 Por oficio de 29 de marzo último, la Coordinadora del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional, dio respuesta a la solicitud de reconocimiento y pago de indemnización sustitutiva. En ese escrito empezó por informar que a ello procedía a pesar de que a esa fecha la respectiva solicitud no les había sido remitida. Luego dijo que la indemnización reclamada constituye un reintegro de los dineros cotizados por el trabajador y, por tanto, como el actor no se le efectuaron descuentos para aportes pensionales, carece de saldos a su favor por ese concepto, sin que en este caso se pueda dar aplicación a las normas del sistema general de pensiones, las cuales no cobijan a miembros de las Fuerzas Militares ni a sus empleados civiles, salvo que se hayan vinculado en vigencia de la Ley 100 de 1993
.  
7. En estas condiciones analizadas las anteriores pruebas a la luz de las normas y el precedente ya citados, para la Sala, la decisión de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares se adoptó de conformidad con el ordenamiento legal vigente, que establece la improcedencia de la indemnización sustitutiva en aquellos precisos eventos y por tal razón, no es posible endilgarle a esa autoridad vulneración alguna de derechos.   

En términos similares se pronunció, después de promovida la acción, la coordinadora del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa Nacional.
8. Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se modificará en el sentido de que el amparo solicitado debe ser negado y no declarado improcedente, porque en este caso sí se superó el test de procedibilidad, y se adicionará para desvincular a las entidades del orden nacional incorrectamente llamadas al trámite.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 1º de junio último, en la acción de tutela promovida por el señor Luis Eduardo Londoño Cardona contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares. SE MODIFICA en el sentido de negar el amparo reclamado y SE ADICIONA para desvincular al Subdirector de Prestaciones Sociales del Ejército Nacional y al Coordinador del Grupo de Prestaciones Sociales del Ministerio de Defensa.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Figura sobre la cual la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en providencia del 14 de abril de 2011, MP. Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, expresó: “No obstante que la acción fue promovida contra las entidades antes referidas, de la solicitud de amparo emerge claro que el reclamo constitucional no involucra al Ministerio de Educación, pues a éste no le compete el reconocimiento de la prestación vitalicia o la respuesta a las solicitudes que por ese concepto hagan los interesados; así las cosas, se percibe una vinculación aparente en cuanto a ese ente nacional del sector central. Sobre el particular ha señalado esta Sala que “no puede asumirse que por el simple hecho de accionar en contra de los nombrados, se torna competente un determinado funcionario, pues en cuanto no se les atribuya hecho u omisión que soporte su vinculación a ese trámite, ni se precise de modo claro y directo cómo ellos se encuentran comprometidos con el hecho endilgado, es infundada su convocatoria” (auto de 24 de julio de 2007, exp. 00156-01, ratificado por proveído de 11 de marzo de 2011, exp. 2010-00327-01).


� Ver sentencia T-1316 de 2001.


� Ver sentencia T-529 de 2008.


� Sentencia T-456 de 2016.


� Sentencia T-029 de 2017.


� Ver folio 4 del cuaderno No. 1


� Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que deberá observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen pensional y de asignación de retiro de los miembros de la Fuerza Pública de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literal e) de la Constitución Política.


� Sala de Casación Civil, sentencia de tutela STC4237-2016 de 7 de abril de 2016, M.P. Margarita Cabello Blanco, radicado No. 68001-22-13-000-2016-00089-01


� Si bien el escrito respectivo carece de sello de recibido, dicha fecha de presentación se entiende acreditada con lo manifestado en la respuesta del derecho de petición emitida por el CREMIL en la cual manifiestan haberlo recibido el 31 de enero de 2017. Ver folio 15 cuaderno No. 1


� Folios 5 y 6 cuaderno No. 1


� Folios 7 a 10 cuaderno No. 1


� Folio 15 cuaderno No. 1


� Folio 92 cuaderno No. 1
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